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Resumen 
En esta ponencia se describen algunas de las especificidades de las políticas transversales en cuanto a la evaluación, así como se proponen diversas opciones de evaluación ensayadas en el marco de las políticas de igualdad de género, por considerar que para adaptarse a su gran complejidad éstas han desarrollado herramientas evaluadoras interesantes y novedosas. En concreto, se ha centrado la atención en la evaluación de las relaciones, de los procesos de cambio institucional y de los objetivos y valores políticos, a raíz del diseño de evaluación realizado por las autoras de los planes de igualdad de dos CCAA punteras en este ámbito (V Plan para la igualdad de mujeres y hombres en la CA de Euskadi 2010-2013, y V Pla d’acció i desenvolupament de les polítiques de dones a Catalunya 2005-2007).
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[bookmark: _Toc173780684]1. Introducción
Si bien las administraciones públicas se organizan fundamentalmente en base a estructuras muy formalizadas, verticales y definidas en base a la especialización sectorial, cada vez más se han ido desarrollando nuevos instrumentos o diseños organizativos que desbordan esta división clásica de la organización pública; instrumentos con los que el sector público pretende dar respuesta a nuevos objetivos políticos y sociales o abordar fenómenos emergentes (Serra, 2004). 
En este sentido, es ya un lugar común referirse a la complejidad y fragmentación de las sociedades actuales y a la incapacidad de las administraciones para hacer frente a esta situación y satisfacer las demandas y necesidades de la ciudadanía (Brugué, 2008). Siguiendo a Brugué, si en los años 80 y 90 este reto se abordó mediante los planteamientos de la Nueva Gestión Pública y la introducción de instrumentos del sector privado en busca de mayor eficiencia; a partir de los 90 se fueron desarrollando progresivamente otros enfoques más centrados en la consolidación de la capacidad estratégica de las administraciones y en la búsqueda de una mayor eficacia de las políticas públicas. 
Partiendo de la premisa de que los retos complejos a los que nos enfrentamos no pueden abordarse desde una racionalidad estrictamente técnica, se ha venido dado un cierto tránsito desde un modelo fundamentalmente especializado y segmentado funcionalmente hacia uno en el que el diálogo y las relaciones toman un mayor protagonismo. Así, se ha promovido una mayor apertura de las administraciones públicas en diferentes direcciones: hacia la sociedad civil (incorporando la participación ciudadana como una política en sí misma), hacia el desarrollo del gobierno multinivel y de sinergias y coordinaciones interadministrativas, y hacia la transversalidad entendida como el fomento de aproximaciones interdepartamentales e integrales a la intervención pública (Brugué, 2008). 
Todo ello nos sitúa en una nueva situación a la hora de la evaluación, planteando nuevos retos y obligándonos a elaborar una aproximación específica. 
En este texto pretendemos en primer lugar describir someramente las características de estas políticas transversales, apuntando algunos elementos que consideramos clave en su éxito y eficacia. En segundo lugar se ofrecerán algunas propuestas de cómo se pueden evaluar estos aspectos a partir de la experiencia de las autoras en la evaluación de la que consideramos es la política transversal por excelencia: la política de igualdad de género. 

[bookmark: _Toc173780685]2. La especificidad de las políticas transversales 
[bookmark: _Toc173780686]2.1 El concepto de transversalidad en las políticas públicas
La transversalidad es un concepto que en los últimos años ha hecho fortuna entre los gestores públicos, si bien no siempre las definiciones del concepto coinciden. 
El término transversal (“Que se halla o se extiende atravesado de un lado a otro”, “Que se cruza en dirección perpendicular con aquello de que se trata”, según el diccionario de la RAE), según Salvador (2008) de hecho proviene del ámbito educativo y pedagógico, donde se utiliza para dar cuenta de los ejes educativos troncales que se deben trabajar en todas las asignaturas del currículo, consiguiendo que este eje o valor permee los contenidos del resto.
Aplicado a las políticas públicas el concepto nace en el campo de las políticas de igualdad de género a principio de los años noventa y se internacionaliza bajo el nombre de Gender Mainstreaming (o mainstreaming de género) en la IV Conferencia sobre la mujer de Naciones Unidas que se celebró en Beijing el año 1995 (Lombardo, 2007). Con frecuencia en el ámbito español se ha traducido el concepto de mainstreaming de género directamente por transversalidad de género, lo cual a nuestro entender ha creado una cierta confusión –que posteriormente abordaremos. 
Con el concepto de mainstreaming de género se denomina una nueva estrategia de intervención de las políticas de igualdad, que pretende superar las limitaciones detectadas hasta ese momento. Se pretende corregir la tendencia de que estas políticas se centren en el desarrollo de acciones específicas ad hoc –en muchos casos dirigidas a las mujeres- dirigidas a la compensación de los efectos de la desigualdad, en lugar de enfocarse en los procesos e instituciones donde esta desigualdad se produce. De esta manera se plantea que es imprescindible no sólo desarrollar acciones positivas y específicas contra la desigualdad sino también incidir en el conjunto de la maquinaria de las políticas públicas –la corriente principal de las políticas. De ahí la terminología de mainstreaming gender: se pretende que la igualdad de género forme parte de la agenda política principal y la modifique, en lugar de ser un añadido. 
Una de las propuestas más influyentes, elaborada en el marco del Consejo de Europa, define el concepto de la siguiente manera: 
“El Gender Mainstreaming es la reorganización, mejora, desarrollo y evaluación de los procesos de las políticas públicas, de manera que la perspectiva de igualdad de género se incorpora a todas las políticas, a todos los niveles y en todas las fases, por parte de los actores normalmente implicados en la formulación de políticas” (Instituto de la Mujer, 1999).
En consecuencia esta estrategia de acción sitúa en el centro de la problemática a intervenir ya no las desventajas existentes vinculadas al género sino también los sistemas y estructuras que generan discriminación y desigualdad entre mujeres y hombres, ya sean públicas como privadas. Por lo tanto, se reconoce que las prácticas institucionalizadas del propio Estado son uno de los elementos clave en la reproducción estructural de la desigualdad y por lo tanto también el propio Estado debe transformarse para poder combatirla. 
Partiendo de esta premisa, que posteriormente fue aceptada tanto por la Unión Europea como por la mayor parte de sus Estados miembros incluyendo a España, se empezó a concretar la estrategia del mainstreaming de género, definiendo contenidos concretos, objetivos e instrumentos de actuación. 
Siguiendo a una de las principales teóricas de esta estrategia (Verloo, 2005) en general se considera es un enfoque fundamentado en un concepto de igualdad de género fuerte, que va más allá de la igualdad de derechos y de oportunidades para enmarcarse en un discurso de derechos humanos, profundización democrática y reconocimiento de las diferencias. Para conseguir este objetivo pretende introducir modificaciones profundas en las maneras de diseñar e implementar las políticas públicas y en la cultura organizacional e institucional de las administraciones. 
En este sentido, el mainstreaming de género se debe entender en buena parte como un proceso; como una estrategia planificada de transformación de las administraciones públicas centrada fundamentalmente en tres ámbitos (Lombardo, 2005):
· La inclusión de la perspectiva de género en la elaboración de políticas públicas, mediante la formación y concienciación de los policy makers, la introducción en el proceso de personas expertas, el desarrollo de herramientas analíticas que permitan visibilizar la dimensión de género en los diferentes ámbitos (por ejemplo, gracias a estadísticas desagregadas por sexo, investigaciones específicas, informes de impacto de género, etcétera). 
· El cambio en los mecanismos políticos, de manera que en lugar de una aproximación sectorial al género –generalmente limitada a las áreas de mayor contenido social- se creen mecanismos de cooperación horizontal transversales a todas las áreas de política pública, niveles y departamentos. 
· La apertura en el abanico de actores participantes en la elaboración de las políticas públicas, para incluir tanto a las personas expertas en género como a la sociedad civil.   
En consecuencia, vemos como en general se trata de una estrategia ambiciosa, con un fuerte contenido político y muy orientada al cambio institucional. Por todo ello se ha traducido en la elaboración y difusión de una notable pluralidad de innovadoras herramientas metodológicas y organizativas dirigidas a impregnar al conjunto de las administraciones públicas –la corriente principal- de una nueva forma de hacer y de unas nuevas prioridades políticas más inclusivas.
En el Estado español, las políticas de igualdad de género han tendido a desplegarse mediante la elaboración e implementación de planes integrales de igualdad, que ponían el énfasis en la cooperación horizontal y en la planificación integral alrededor del objetivo político de la igualdad. 
Las soluciones organizativas desarrolladas en las políticas de género, con un fuerte impulso internacional desde las Naciones Unidas o la Unión Europea, se han extendido a otros ámbitos de política pública como mecanismo para abordar problemas multidimensionales y poliédricos superando la habitual fragmentación institucional. 
Así, se ha generalizado tanto en el ámbito local como en el estatal o autonómico, la elaboración de planes transversales que se focalizan bien en determinados colectivos (población inmigrada, gente mayor, juventud, personas con discapacidad, etc.) bien en determinadas problemáticas (pobreza o exclusión social, por ejemplo), como instrumento para superar la segmentación sectorial de las estructuras administrativas y de gobierno y para coordinar así las actuaciones públicas referentes a un mismo ámbito sustantivo. 
El término se ha ido aplicando a un amplio abanico de experiencias y proyectos, no siempre coincidentes. A modo de ejemplo, cabe citar como en el marco de la red  Kaleidos[footnoteRef:0] se detectaron 80 casos clasificados por políticos/as y técnicos/as municipales como iniciativas de transversalidad; que incluyen iniciativas tan diversas como: experiencias de planificación estratégica o planes de ciudad, iniciativas vinculadas a la planificación y gestión de ámbitos sectoriales de las políticas públicas locales (consejos sectoriales, planes educativos, proyectos de promoción turística, agendas 21, planes de movilidad y/o accesibilidad, gestión de centros cívicos, etc.), experiencias de trabajo integral y/o participativo en los barrios, planes dirigidos a colectivos poblacionales específicos: de juventud, inmigración, personas con discapacidad, para la infancia, etc., así como programas de modernización o reforma administrativa (de atención ciudadana, participación, de calidad, de cambio en los sistemas de gestión o de información, etc.) (Brugué, 2008). [0:  Ver http://www.kaleidosred.org/] 

En este sentido, en Brugué (2008) se hace un esfuerzo por establecer una tipología que permita clarificar conceptos, distinguiendo entre diferentes acepciones de transversalidad dependiendo de si se le dota de un mayor o menor contenido sustantivo.  
· Por un lado, encontramos las políticas o programas que entienden la transversalidad como “corriente principal”, con lo que se pretende incorporar un contenido o valor, de manera que éste reoriente las actuaciones del conjunto de la actuación administrativa. Este sería el contenido más político del término y el que tiene una mayor ambición de cambio sustantivo: se pretende modificar las lógicas organizativas y los valores de fondo de las administraciones públicas, reorientando sus prioridades de actuación. Sería la acepción que más coincide con la predominante en el campo de las políticas de igualdad, y también se ha utilizado en ocasiones en el ámbito de las agendas 21 (la sostenibilidad como corriente principal). 
· En un segundo término, encontraríamos otras acepciones que tienen un carácter más instrumental: la transversalidad se utiliza para promover “estrategias corporativas” o bien en función de lógicas de “grupos poblacionales”, siguiendo la terminología de Brugué. Si en el primer caso lo que se pretende es impregnar a las organizaciones públicas de determinadas lógicas de trabajo (calidad, gestión integrada, recursos humanos, comunicación corporativa, participación ciudadana, etc.), en el segundo se apunta a organizar y estructurar las actuaciones dirigidas a determinados colectivos[footnoteRef:1], asegurando así su coherencia y coordinación (planes para jóvenes, para la infancia, para la población inmigrante, para la población gitana, para las personas en situación de exclusión social, etc).  [1:  En este tipo de aproximación de planes transversales dirigidos a colectivos específicos si bien consideramos que suelen tener una aproximación instrumental a la transversalidad, no necesariamente debería ser así. En este sentido, los primeros planes dirigidos a las mujeres podrían también entrar en esta categoría; sin embargo, en el momento en que se pretende incorporar la perspectiva de género en el conjunto de la actuación pública se va un paso más allá. También los planes dirigidos a las personas inmigrantes o con discapacidad, por ejemplo, en la medida que no tengan un carácter estrictamente asistencial y de coordinación de actuaciones sino que se centren en introducir los valores  de la igualdad la accesibilidad universal, etc., necesariamente deberán tomar una perspectiva más sustantiva de la transversalidad.  ] 

En otro momento (Alfama  y Cruells, 2009) se ha abordado extensamente el debate alrededor de las implicaciones políticas de estas diferentes concepciones de transversalidad, discutiendo sobre su alcance transformador, y los límites con que se han encontrado estas políticas. 
En cualquier caso, sin embargo, sea cuál sea el concepto de transversalidad con el que se trabaja, la cuestión es que en mayor o menor medida lo que se pretende es transformar la cultura organizativa de las administraciones públicas, y “promover un cambio de fondo que nos ayude a revisar unas organizaciones pensadas únicamente para desarrollar ‘conversaciones verticales’ y a construir otras donde se produzcan ‘conversaciones laterales’”. (Brugué, 2008)
De esta manera se pretende dar respuesta a dos retos a los que la estructura organizativa clásica de departamentos o sectores no es capaz de resolver y que son por un lado la aparición de demandas sociales o políticas públicas que no forman parte de la misión o competencias de una sola parte de la estructura orgánica vertical, sino que implica a toda la organización o a una parte significativa de ella; y la necesidad de disponer de una visión integral e integradora de determinados segmentos de población o temáticas consideradas como prioritarias. Con una gestión transversal se consigue focalizar la atención de la organización en un tema e intensificar la actuación sobre él, y mejorar la consistencia y la coherencia de la estrategia y actuación de la organización en relación al tema en cuestión. (Serra, 2004). 
[bookmark: _Toc173780687]2.2 Los retos de llevar a la práctica la transversalidad 
En su puesta en práctica la gestión transversal se focaliza en determinados elementos de carácter más estratégico que de gestión operativa, con lo que pone un especial énfasis en el seguimiento y la evaluación. En este sentido, es clave el establecimiento de relaciones continuas y estables entre los órganos verticales, sectoriales y transversales, incidiendo especialmente en la planificación estratégica, en el análisis de los impactos, en la transferencia de conocimiento, la formación de los agentes implicados, la creación de mecanismos de comunicación y coordinación, entre otros elementos.  
El modelo transversal se define por la substitución o el complemento del principio de jerarquía por el de coordinación horizontal y por la creación de grupos de trabajo multidisciplinares en lugar de la especialización funcional pura (Ballarin, 2008). En términos de modelo organizativo, se han ensayado distintas fórmulas, entre las que Herranz y Álvarez (2008), por ejemplo, destacan varias: el refuerzo del control central para que introduzcan temas o materias en las agendas departamentales mediante el control jerárquico, el impulso de recursos específicos, la introducción de determinados procedimientos, la creación de unidades organizativas con cierta autonomia de las línias jerárquicas habituales, la implantación de organigramas complejos de tipo matricial, etc. 
A nivel de los instrumentos de política pública, se ha tendido a concretar la transversalidad en la definición e implementación de planes integrales e intersectoriales que definen las estrategias públicas referentes a una cuestión y en cuya implementación deben participar todas o la mayor parte de las unidades sectoriales. 
Todo ello requiere del desarrollo de determinadas competencias y cultura organizativa que no siempre es la predominante en la actualidad. Herranz y Álvarez (2008), por ejemplo, mencionan la flexibilidad y capacidad de adaptación a los cambios, la visión estratégica y de conjunto, la colaboración y el trabajo en equipo, la interdiscipinariedad, la orientación a los resultados, y la facilidad para la gestión de redes de relaciones complejas, tanto internas como externas, con interlocutores diversos y con intereses no siempre coincidentes, pero que hay que hacer confluir. 
En cualquier caso, la convivencia entre las estructuras sectorializadas predominantes y los nuevos componentes de flexibilización transversal ha sido complicada, creando un entorno organizativo en muchas ocasiones hostil. Así, independientemente de cómo se conciba la transversalidad, en general se suele acordar que llevarla a la práctica no es una empresa fácil.
En este sentido, se han apuntado algunos de los principales problemas con que se ha encontrado la puesta en práctica de la transversalidad. 
A un nivel práctico, las dinámicas de trabajo horizontales e interdepartamentales con frecuencia son frágiles y costosas, y dependen excesivamente de las afinidades personales. Muchas veces se percibe –o se constata- que las dinámicas transversales se añaden a las tareas de trabajo habituales del personal, debido a que no son debidamente incorporados desde el principio en la planificación de recursos humanos ni se dedican recursos específicos a este trabajo, de manera que a la postre sólo las impulsan el personal más sensibilizado. 
Esto connecta con el hecho que para que la transversalidad se pueda implantar y consolidar es necesario un fuerte compromiso político, que facilite la dedicación de recursos, el desbloqueo de resistencias, y de esa manera se pueda hacer frente a las notables inercias institucionales existentes. 
También es necesario que se trabajen con intensidad y de forma sostenida las relaciones entre los agentes. Sin una estrategia de creación de redes, comunicación y confianza será muy difícil tanto sortear las percepciones de invasión de los espacios competenciales que se pueden dar, como conseguir aunar de forma enriquecedora las diferentes tradiciones de trabajo y/o marcos conceptuales que lógicamente van a confluir en una política que pretenda construir una visión integral de un fenómeno complejo. Así, es fundamental la atención a los procesos, creando por ejemplo mecanismos ágiles de comunicación, abriendo espacios de debate y definiendo instrumentos de articulación entre los programas transversales y las estructuras sectoriales habituales. 
A un nivel más sustantivo, el impulso de la transversalidad, con la multiplicidad de agentes que están implicados, viene de la mano de una aproximación necesariamente pluralista a las políticas públicas. 
Desde una perspectiva pluralista de análisis, el ámbito de las percepciones y los conceptos es siempre crucial a la hora de explicar el desarrollo de las políticas públicas. La multiplicidad de actores implicados nos lleva a que éstos pueden –y de hecho suelen- tener visiones diferentes e incluso contradictorias de las intervenciones públicas, en función de sus tradiciones administrativas o ideologías políticas. En este sentido, la comprensión de esta dimensión conceptual suele ser clave para entender posteriormente las actividades, resultados e impactos de las políticas públicas. La necesidad de llegar a consensos respecto a los valores y las estrategias hace que sea necesario reflexionar explícitamente sobre los valores, los procesos y las prácticas, dando un menor peso a la racionalidad técnica y promoviendo procesos de negociación, deliberación y participación.
Además, en las políticas transversales que pretenden impulsar una profunda transformación sustantiva alrededor de un valor político –caso de las políticas de igualdad de género- esta cuestión es especialmente relevante, puesto que se encuentran no sólo con inercias institucionales sino además con controversias ideológicas que pueden llevar a que en el momento de implementar los programas estos se desvíen y se acaben definendo de forma contradictoria a sus intenciones iniciales. 
Así, por ejemplo, vemos cómo el problema de la desigualdad es uno de los más controvertidos en nuestra sociedad. Asimismo, la literatura internacional sobre las políticas de género[footnoteRef:2] señala como no todos los conceptos de igualdad de género son igualmente transformadores, así como la habitual tendencia –por desconocimiento, por la dificultad de modificar los marcos cognitivos y por la emergencia de resistencias internas- a que se desarrollen precisamente las concepciones con menor potencial de cambio. [2:  Ver, por ejemplo, Braithwaite, 2005, Beveridge y Shaw, 2002, Daly, 2005, Eveline y Bacchi, 2005, Mósesdóttir y Erlingsdóttir, 2005, Rees, 2005, o Alfama  y Cruells, 2009.] 

De ahí la importancia de monitorizar el despliegue, en las políticas diseñadas por los diferentes actores, de los valores y objetivos de fondo relacionados con la igualdad de mujeres y hombres. Incluso la existencia de un plan general al que todos los agentes se deben enmarcar no garantiza la coherencia y consistencia por lo que respecta a los contenidos, teniendo en cuenta que los agentes tienen capacidad y margen para definir sus propios planes en función de sus intereses y necesidades. 
Por todo ello, en términos de evaluación consideramos que en las políticas transversales es clave reflexionar sobre cómo se pueden evaluar estos elementos. Así, para su éxito y eficacia es importante no sólo evaluar el grado de implementación o ejecución de los programas, su impacto social, sus resultados, etc., tal y como se viene evaluando las políticas sectoriales, sino también introducir una clara valoración de estos aspectos que se han identificado como palancas importantes en el despliegue de estas políticas. 
Las políticas transversales, pues, plantean diversos retos a la evaluación. En primer lugar, se debe poder dar cuenta de cómo evolucionan las relaciones que se establecen entre los diferentes agentes implicados; en segundo lugar, monitorizar los procesos de cambio institucional y detectar las resistencias e inercias organizativas; y finalmente valorar cómo se van incorporando los valores y objetivos políticos. 
A la vez, el pluralismo y complejidad de estas políticas nos sitúa también claramente en un enfoque pluralista de la evaluación.
Desde esta perspectiva se considera que es en la interacción de los agentes implicados –cada uno de ellos con sus propias perspectivas, necesidades y dinámicas de trabajo- donde en la práctica se definen los sentidos, las actuaciones y los resultados de las políticas. La necesidad de actuar sobre una determinada situación, así como la concepción del problema público y las soluciones que se prevén, no son algo objetivo que “emerge” de la realidad, sino construcciones sociales y políticas, fruto de luchas de poder entre diferentes actores sociales y políticos. La evaluación pluralista, por lo tanto, busca activamente politizar la evaluación, poniendo en el centro de la misma no sólo la calidad de la gestión pública de una determinada política, sino sobretodo los valores y objetivos políticos que persigue la política, ya sean estos explícitos o implícitos. En términos de evaluación todo ello nos lleva a la necesidad de recoger y poner en relación las voces y percepciones de agentes implicados a la hora de efectuar las valoraciones. 
La orientación pluralista se refiere, además de a los aspectos sustantivos, también a los elementos operativos, puesto que se propone combinar de forma flexible y contextualizada los instrumentos cualitativos y cuantitativos según los requerimientos de las diversas preguntas de evaluación. 

[bookmark: _Toc173780688]3. Políticas transversales y evaluación: aportaciones desde las políticas de igualdad de género 
Como ya se ha apuntado, las políticas de igualdad de género han sido pioneras en el desarrollo de la transversalidad. En el campo de la evaluación también han sido notablemente innovadoras, siendo evaluadas desde hace ya tiempo con bastante frecuencia y desde diferentes puntos de vista, objetivos y metodologías (Bustelo, 2003). Por todo ello es relevante la experiencia que aportan en el ámbito de la evaluación de políticas complejas y transversales. 
Así, aunque el corpus de evaluaciones es mucho más extenso y diverso, a continuación nos centraremos en las tres cuestiones anteriormente citadas: evaluación de procesos, del cambio institucional y de los objetivos políticos, respecto a las cuales aportaremos nuestra experiencia directa. 
[bookmark: _Toc173780689]3.1 Descripción de las evaluaciones realizadas 
En concreto, describiremos el diseño de evaluación realizado de dos planes autonómicos de igualdad de dos CCAA punteras en este ámbito: el V Plan para la igualdad de mujeres y hombres en la CA de Euskadi 2010-2013, y V Pla d’acció i desenvolupament de les polítiques de dones a Catalunya 2005-2007. Ambos planes tienen muchos elementos en común, dado que se trata de planes aprobados a nivel de gobierno autonómico que pretenden impulsar y ordenar las políticas de igualdad en su ámbito territorial de referencia. 
Sin embargo, destacamos la existencia de diferencias significativas que afectan al diseño de su evaluación. Si bien tanto Cataluña como el País Vasco son dos de las CCAA con un mayor tradición y desarrollo de las políticas de igualdad y que han conseguido mayores avances, en el caso vasco se da un contexto más consolidado; debido a que se ha conseguido una continuidad muy destacable en la planificación y también en la evaluación en materia de igualdad durante las últimas décadas. 
No obstante, desde nuestro punto de vista el principal elemento diferenciador de los dos casos es la existencia de una ley específica de igualdad en la Comunidad Autónoma de Euskadi (CAE). Esta Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres establece un marco general ambicioso y amplio así como una importante obligación normativa por lo que refiere a la promoción de la igualdad de mujeres y hombres y a la incorporación de la perspectiva de género en los poderes públicos vascos. En este sentido, define una serie de obligaciones para todas las administraciones vascas, tanto la general como la foral y la local. Así, por ejemplo se requiere que todas elaboren planes de igualdad, tengan personal dedicado a la promoción de la igualdad, dediquen recursos suficientes a esta materia, adapten sus sistemas de información, que formen a su personal, y evalúen el impacto de género de su normativa, entre muchas otras cuestiones. 
De esta manera, buena parte de los objetivos relativos al cambio institucional y a los mecanismos de introducción de la perspectiva de género en la actuación pública que en general han constituido el objeto principal de los planes de igualdad de género en nuestro país, en el caso vasco desde 2005 se encuentran ya recogidos en la Ley, con lo que se cuenta con un grado de obligatoriedad y formalidad inédito. 
Todo ello establece un marco de elaboración e implantación de políticas de igualdad muy diferente, posibilitando que el organismo específico de promoción de la igualdad de mujeres y hombres (en este caso Emakunde – Instituto Vasco de la Mujer) tome un rol más dinamizador, asesor, evaluador y promotor en lugar de directamente implementador. 
Asimismo, permite que el Plan vasco para la igualdad de mujeres y hombres tome un carácter mucho más estratégico: no concreta actuaciones sino que establece problemas, retos y estrategias posibles para abordarlos, limitándose en su caso a sugerir líneas de acción y actuaciones concretas para fomentar que las diferentes administraciones definan sus propias políticas para cumplir la Ley y promover la igualdad.  
A su vez, este carácter estratégico y la existencia de una Ley aplicable a todas las administraciones vascas permite que el plan de igualdad para la CAE sea también de aplicación para el nivel foral y local (así como para organismos autónomos, entes públicos, etc.), a diferencia del caso catalán, en que se trata de un plan del gobierno de la Generalitat –si bien incluye como es lógico actuaciones dirigidas a incidir en el ámbito local. 
Tabla. Comparativa de los planes 
	
	Cataluña 
(V Pla d’acció i desenvolupament de les polítiques de dones a Catalunya)
	País Vasco
(V Plan para la igualdad de mujeres y hombres en la CA de Euskadi)

	Duración 
	2005-2007
	2010-2013

	Estructura 
	6 ejes de intervención: 
1. Transversalidad de las políticas de género
2. Cultura para un nuevo contrato social
3. Participación de las mujeres en su diversidad
4. Tiempo y trabajos en las políticas
5. Atención integral de necesidades de las mujeres 
6. Violencia contra las mujeres
	2 capítulos: 
- Capítulo 1: Gobernanza para la igualdad
- Capítulo 2. Ejes de intervención para la igualdad: 
1. Empoderamiento de las mujeres y cambio de valores
2. Organización social corresponsable
3. Violencia contra las mujeres

	Despliegue
	519 medidas desplegadas en 
964 actuaciones
	14 (medidas cap. 1)
64 (Objetivos operativos cap. 2)

	Agentes implicados
	Interdepartamental
	Interdepartamental e interadministrativo (Adm. General, foral, y local)



En cuanto a las evaluaciones de estos planes, destacaremos que comparten algunos elementos. En ambos casos se realizaron tanto para el aprendizaje y mejora como para la rendición de cuentas, con lo que preveían diferentes tipos de evaluación (con diversos diseños metodológicos) combinados para poder dar respuesta a diferentes preguntas de evaluación. Compartían también una misma orientación pluralista. 
En el caso catalán se realizaron efectivamente todas las evaluaciones previstas, mientras que el vasco se elaboró el diseño de evaluación de todas aunque sólo se llevó a cabo de forma efectiva la evaluación conceptual o de diseño. 
Tabla. Comparativa de las evaluaciones 
	
	Cataluña 
(V Pla d’acció i desenvolupament de les polítiques de dones)
	País Vasco
(V Plan para la igualdad de mujeres y hombres en la CA de Euskadi)

	Momento de realización/previsión de evaluación
	Ex-post
	Inicial/ intermedia/ ex-post

	Tipo de evaluaciones previstas/ realizadas 
	3:  
Proceso
Resultados 
Impacto
	4: 
Conceptual o de diseño
Proceso
Resultados
Impacto

	Finalidad 
	Aprendizaje y Rendición de cuentas 
	Aprendizaje y Rendición de cuentas 


Una vez descrito a grandes rasgos las características de los programas y las evaluaciones a que nos referimos, a continuación expondremos sucesivamente cómo se planteó la monitorización de las relaciones entre actores, cómo se evaluó el cambio institucional y finalmente abordaremos la cuestión de cómo dar cuenta de la incorporación de determinados valores y contenidos políticos.
[bookmark: _Toc173780690]3.2 El reto de evaluar las relaciones entre actores 
Como se ha planteado anteriormente, las políticas de carácter transversal tienen por definición un complejo proceso de implementación en el que participan actores muy diversos, tanto de diferentes sectores de la misma administración como de diferentes administraciones y/ o de la sociedad civil. La relación entre los actores por lo tanto, deviene un elemento clave en la valoración del desarrollo y eficacia de estas políticas constituyendo por lo tanto un de los principales elementos a evaluar. 
Con ello, la evaluación deberá abordar de alguna manera estas relaciones incorporando este aspecto explícitamente como objeto de evaluación, ya sea incorporándolo como elemento explicativo en evaluaciones de otro tipo, ya sea realizando evaluaciones de este aspecto. 
En el campo de la evaluación de la implementación, esto nos lleva a la necesidad de ir más allá de las evaluaciones más comunes, centradas en los resultados de las políticas, para captar las relaciones. En las dos evaluaciones realizadas, nos planteamos procesos de evaluación específicos relativos a los procesos de implementación. 
En ambos casos nos preguntamos por cómo se despliegan las políticas de igualdad y por qué se consiguen unos u otros resultados, cuestiones que difícilmente se pueden aprehender en una evaluación global de resultados. 
Así pues, el objeto de la evaluación fueron los propios mecanismos de relación entre actores, respecto a los cuales se buscaba identificar su efectividad y los elementos de mejora. Estos mecanismos de relación nos conceptualizamos como instrumentos de transversalidad o de descentralización de las políticas de igualdad, entendiendo éstos como los instrumentos de política pública que en cada caso se utilizan para impulsar la asunción del objetivo político de la igualdad de género por parte de los diferentes agentes implicados. Con distintas características, tienen en común su carácter procedimental y el hecho de que constituyen la base de la relación entre los organismos impulsores (en este caso Emkunde y el Institut Català de les Dones) y los agentes implementadores, ya que a través de ellos se difunde el concepto de igualdad y las propuestas sustantivas y operativas para incorporar la perspectiva de género en sus actuaciones. 
En primer lugar pues, se identificaron los mecanismos de relación que se habían utilizado en cada contexto concreto, dado que los instrumentos que finalmente se hayan desplegado es una cuestión empírica a valorar en cada caso y además estos no tienen porqué estar totalmente formalizados o recogidos en un documento o programa concreto. En nuestro caso se empezó identificando de forma tentativa estos mecanismos mediante el análisis de los planes[footnoteRef:3], que se contrastó posteriormente mediante el diálogo con los organismos de igualdad.  [3:  En el caso vasco se incluyó también el análisis de la Ley 4/2005 de igualdad. ] 

Así, si en el caso catalán se identificaron siete mecanismos principales (De coordinación y estructuración institucional, De seguimiento y rendición de cuentas, Económicos, Formativos, Regulativos, Informativos y de análisis, y De participación civil), en el caso vasco fueron seis (Estructuras de impulso de la igualdad, Ayudas directas, Formación, Asesoramiento, Política de comunicación, Procesos de validación y evaluación).  
Como ejemplo, mostramos la concreción de los mecanismos encontrados en las dos políticas de igualdad. Veremos que a grandes rasgos inciden en los mismos elementos, dado que parten de unas premisas comunes (la estrategia del mainstreaming de género, tal y como se define a nivel internacional), aunque su concreción varía en función del marco institucional y normativo y la trayectoria de política pública de cada territorio.
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Tabla. Mecanismos de transversalidad/ descentralización desplegados en los dos Planes
	
	Cataluña
	
	País Vasco
	

	Ámbito
	Mecanismo 
	Concreción 
	Mecanismo 
	Concreción 

	Estructural 
	Mecanismos de  coordinación y estructuración institucional
	Descentralización y desconcentración administrativa. 
Creación de comisiones (interdepartamental y técnica). 
Creación de equipos de género en todos los departamentos. 
Creación de un circuito de revisión de documentación. 
Impulso de los espacios y los sistemas de coordinación sobre financiación de políticas de género con los entes locales, etc.
	Estructuras de impulso de la igualdad
	Unidades de igualdad creadas en los diferentes niveles administrativos de la CAE. Estructuras de coordinación en materia de igualdad interdepartamentales e interadministrativos. 

	Seguimiento y evaluación 
	Mecanismos de seguimiento y rendición de cuentas
	Creación de un aplicativo informático. 
Informes anuales departamentales. 
Reuniones de seguimiento inter e intradepartamentales. 
Sesiones en el Parlamento, compromisos económicos anuales, etc.
	Procesos de validación y evaluación
	Creación de aplicativo informático. 
Procesos y mecanismos de validación: de los informes de impacto de género y de los planes de igualdad de los agentes por parte de Emakunde
Evaluación anual del cumplimeinto por parte de los agentes de V Plan realizada por Emakunde.

	Económico
	Mecanismos económicos
	Subvenciones para la prestación de servicios de información jurídica y social a las mujeres, para el diagnóstico y estudio sobre la realidad de las desigualdades que viven las mujeres y para la implementación de planes y programas de transversalidad. 
Adaptaciones de normativa presupuestaria para incorporar la perspectiva de género. 
Creación de sistema de coordinación para financiación de las políticas de mujeres en los entes locales, etc.  
	Ayudas directas
	Conjunto de ayudas o subvenciones directas que se dirigen a empresas y administraciones públicas con la finalidad de que éstas promuevan políticas de igualdad. 

	Formativo 
	Mecanismos formativos
	Planes de formación, cursos, elaboración y distribución de material didáctico, creación de módulos formativos en relación al género. 
Establecimiento de convenios en materia formativa e introducción de temáticas de género en los temarios de oposiciones, etc.
	Formación
	Formación sobre igualdad de mujeres y hombres que se dirige a los agentes políticos y técnicos implicados en la definición e implementación de las políticas públicas de la CAE, en todos sus niveles administrativos. 

	Regulativo 
	Mecanismos regulativos
	Propuestas, redacciones y modificaciones legislativas con perspectiva de género. 
Establecimiento de principios rectores. 
Impulso del reconocimiento de las diferencias de mujeres ante el derecho, etc.
	No se definen como tal.

	Informativo 
	Mecanismos informativos y de análisis 
	Elaboración y distribución de informes, manuales, estudios y protocolos con perspectiva de género y sobre temas de género. 
Intercambio de información sobre buenas prácticas entre administraciones. 
Elaboración y establecimiento de indicadores de género y sobre mujeres. 
Manuales de lenguaje no sexista. 
Actividades de información, difusión o sensibilización, etc.
	Asesoramiento
	Acciones de asesoramiento en materia de igualdad, que pueden consistir tanto en reuniones, colaboración con personas expertas, mesas de consulta, producción de estudios ad hoc y creación de herramientas metodológicas específicas, en todos los niveles administrativos. 
Este asesoramiento se despliega fundamentalmente en dos direcciones: desde Emakunde como órgano asesor a las estructuras de impulso de la igualdad; y desde estas unidades hacia todos los agentes no específicos de igualdad. 

	
	No se definen como tal.
	Política de Comunicación
	Conjunto de acciones englobadas bajo la política de comunicación del V Plan, especialmente a nivel de Emakunde y de las unidades administrativas de igualdad de los distintos niveles de gobierno.

	Participativo 
	Mecanismos de participación civil
	Apoyo a los agentes sociales y a su rol de asesoramiento y vinculación en el proceso de diseño, implementación y seguimiento de las políticas públicas, apertura de procesos participativos, etc. 
	No se definen como tal 


Fuente: elaboración propia

Una vez identificados los instrumentos o mecanismos de descentralización de la igualdad, se evaluó su efectividad, valorando tanto la cobertura, resultados e impacto de éstos como su pertinencia y relevancia. Para ello, se sistematizaron y analizaron datos de resultados a la vez que se entrevistó a diversos agentes para captar el grado de utilidad y satisfacción con éstos. Se concretó un diseño metodológico adaptado a las características de los distintos mecanismos, variando desde la realización de entrevistas o encuestas hasta la revisión documental o la explotación de datos. 
De este modo la evaluación permite elaborar una mirada sistemática a las relaciones entre los actores. Desde nuestro punto de vista poner en el centro la forma como se están gestionando estas relaciones es de gran utilidad, especialmente teniendo en cuenta que por lo general no se define una estrategia explícita y planificada de gestión de actores, redes y procesos, con lo que con frecuencia se reproducen las inercias institucionales que redundan en la segmentación y la especialización. Asimismo tiene un carácter pedagógico en tanto que la visualización de estos elementos ayuda a elaborar y/o mejorar las estrategias de gestión de las relaciones, reforzando la noción de que no es una cuestión que se deba dejar a la inercia. 
En este sentido, por ejemplo, en la evaluación de proceso realizada en el caso catalán, se llegó a analizar cómo se habían definido los mecanismos de descentralización analizados, qué tipo de acciones se desplegaron, con qué recursos y a qué colectivos se consiguió llegar. Se estudiaron aquellos aspectos relacionados con el funcionamiento y ejecución de los mecanismos, valorando su puesta en práctica, su alejamiento o no de los objetivos previstos, su grado de cumplimiento, y su relación con los recursos humanos y materiales previstos inicialmente de inicio; así como los resultados (reales y percibidos) obtenidos en términos de incorporar la perspectiva de género. 
Este tipo de evaluación, pues, permite centrar el foco sobre la dimensión procesal de las políticas públicas, sistematizando y valorando los instrumentos que despliegan y vehiculan la estrategia de implementación –del gender mainstreaming, en este caso. 
Es una evaluación, por lo tanto, muy centrada en el aprendizaje y la mejora más que en la rendición de cuentas, puesto que proporciona valiosos elementos para la toma de decisiones (en especial de los agentes encargados de impulsar la transversalidad), sobre todo para revisar la estrategia de intervención y de cambio institucional, así como detectar obstáculos y problemas, y reorientar actuaciones. 

[bookmark: _Toc173780691]3.3 El reto de evaluar el cambio institucional
En el caso de las políticas que no sólo inciden en la coordinación y integralidad de las actuaciones dirigidas a un objetivo o colectivo concreto sino que pretenden impulsar cambios sustantivos en las rutinas administrativas –caso de las políticas de gender mainstreaming, por ejemplo- se debe también poder evaluar este cambio institucional, y sería necesario poder monitorizar el grado de incorporación de la perspectiva de género en los procesos administrativos. 
Este tipo de evaluación coincide en buena medida con lo expuesto en el apartado anterior, en tanto que los instrumentos de descentralización y transversalidad son a la vez un eje clave en el impulso del cambio institucional. 
Sin embargo, para valorar este cambio institucional el enfoque se centraría más bien en una evaluación de resultados en la que la pregunta de evaluación central sería la siguiente: ¿hasta qué punto se ha incorporado la perspectiva de género (léase sostenibilidad, inmigración, sostenibilidad…) en X proceso? 
Los procesos clave también vendrían definidos por los elementos clave del cambio institucional: la incorporación de la perspectiva de género en el diagnóstico, diseño, implementación y evaluación de todas las políticas públicas (y no sólo de las específicas de igualdad). Esta inclusión de la perspectiva de género se concreta en diferentes aspectos según la fase de la política: 
· En el diagnóstico, entraríamos a ver la integración de esta perspectiva en estadísticas, estudios y sistemas de información (no sólo por lo que refiere a la desagregación por sexo sino también la realización análisis de género y el desarrollo de indicadores y estudios específicos en temas relevantes para la igualdad). 
· En el diseño, se valoraría por ejemplo la sistematización de la evaluación previa del impacto de género en la normativa, en a planificación, en las convocatorias de subvenciones, etc. 
· En la implementación, se evaluaría por ejemplo que el personal responsable de la implementación tenga una formación en género adecuada (proporcionando formación específica y/o incluyendo ésta como requisito de selección), que se disponga de presupuesto suficiente para el desarrollo de las políticas de igualdad, o que se exija el compromiso con la igualdad a terceros en la adjudicación de contratos o concesión de subvenciones o convenios. 
· En la evaluación, se debe incorporar de forma central y explícita como criterio de valor la contribución a la igualdad de las intervenciones públicas. Es decir, en un marco democrático y de acuerdo a la normativa vigente, no se puede valorar positivamente una política pública si ésta contribuye a aumentar la brecha de género en cualquier ámbito. 

En este sentido, en la propuesta de evaluación de resultados del V Plan para la igualdad de mujeres y hombres en la CA de Euskadi se propuso una atención específica al monitoreo del cambio institucional. 
Así, el sistema informático de seguimiento del desempeño de las administraciones vascas en su ejecución del Plan se definió de una forma que permitiera no sólo conocer las iniciativas específicas desarrolladas a lo largo del año evaluado (por ej., número de normativa aprobada que cuenta con informes de evaluación previa del impacto de género, o nº de cursos de formación en materia de igualdad, nº de convocatorias de subvenciones que incluyen criterios de igualdad, etc.) sino su peso en el conjunto de la actividad administrativa (por ej., % de normativa aprobada por la institución que cuenta con informes de evaluación previa del impacto de género, % del personal formado en igualdad, % de subvenciones que incluyen criterios de igualdad). 
Este enfoque se aplicó a los procesos administrativos clave: sistemas de información, planificación estratégica, evaluación de impacto de normativa, incorporación de criterios de género en las subvenciones, formación interna, comunicación corporativa (lenguaje no sexista), recursos humanos, participación equilibrada en jurados, tribunales y órgano consultivos y participativos. 
Todo ello teniendo en cuenta que en este caso no sólo se está evaluando la ejecución de un plan de gobierno sino que también se valora el grado de cumplimiento de una Ley, lo cual da un nivel de obligatoriedad mucho mayor a estas iniciativas. 
Este tipo de evaluación desde nuestro punto de vista es clave. Si realmente se pretende implementar plenamente una política transversal, hay que desplazar progresivamente el enfoque evaluador hacia alguna propuesta de este tipo, que sitúe en el centro no la valoración de la ejecución del propio plan sino su impacto en el conjunto de la institución; es decir el desempeño de toda la entidad. El objeto de evaluación, por lo tanto, abarca a toda la institución, y se centra muy especialmente en los procesos administrativos internos de elaboración, implantación y evaluación de las políticas públicas, por considerar que la incidencia en éstos es la que garantizará que se asuma plenamente el principio de igualdad. 
Si, como plantea Serra (2003) el objetivo teórico de una política transversal sería su desaparición en el momento que el conjunto de la organización comparte estos objetivos y se ha reorientado toda la actuación pública trasladando el impulso de la igualdad en todas las actuaciones; es clave poder monitorizar hasta qué punto se está avanzando en esta dirección. 
De esta forma, además, se detectan las diferentes velocidades y los principales obstáculos y resistencias existentes, de manera que se puede ajustar y revisar la estrategia de cambio institucional. 
Sin embargo es un enfoque que presenta importantes dificultades prácticas, en la medida que justamente la segmentación sectorial que caracteriza la organización administrativa dificulta la consecución de datos agregados para el conjunto de una institución que permitan el monitoreo del cambio institucional (datos del tipo, por ejemplo, “número total de convocatorias de subvenciones convocadas en la institución X año”). Para superar estos obstáculos se puede recurrir a estrategias de investigación más intensivas y focalizadas, si bien en un contexto de evaluación esto no siempre es factible. 
Teniendo en cuenta que la incorporación de la perspectiva de género en las políticas públicas es ya una obligación normativa[footnoteRef:4], y que cada vez más se están desarrollando herramientas informáticas y organizativas que tienden a desarrollar una visión integral de la actuación pública (gestión por objetivos, aplicativos informáticos de control de la gestión, etc.), cabe esperar que progresivamente se pueda ir avanzando en este sentido.  [4:  Aunque en el caso vasco esto se dé con mayor fuerza debido a que su Ley de igualdad plantea un mayor grado de obligatoriedad y concreción, no hay que olvidar que esta cuestión también viene recogida en la Ley de igualdad estatal y otras leyes de igualdad autonómicas, así como en muchos de los Estatutos de Autonomía aprobados recientemente, entre ellos el catalán.  ] 


[bookmark: _Toc173780692]3.4 El reto de evaluar la incorporación de objetivos y contenidos políticos
Para finalizar, abordaremos la cuestión de la evaluación de los valores y contenidos de fondo de las políticas. 
Como se ha apuntado anteriormente, el objetivo estratégico de fondo de las políticas de igualdad género es la asunción y puesta en práctica del principio de igualdad de mujeres y hombres, lo cual plantea dos retos fundamentales. 
En primer lugar, la necesidad de avanzar hacia una perspectiva común sobre cómo se concibe la igualdad de género, teniendo en cuenta que se trata de una concepción contextual, fruto de controversias y luchas políticas. Coexisten diversas versiones de la problemática de la desigualdad de género según la perspectiva teórica e ideológica, y el hecho de optar por una u otra versión tiene importantes implicaciones en el desarrollo de las políticas. En este sentido, si bien durante los últimos años se ha extendido de forma muy importante el concepto y las prácticas vinculadas al mainstreaming de género en todo el mundo, en general la literatura comparada nos muestra que este despliegue ha venido de la mano de una tecnocratización y despolitización de esta estrategia, así como de una concepción poco transformadora de la igualdad de género[footnoteRef:5]. [5:   Ver, por ejemplo; Beveridge, F.; Nott, 2002, Verloo, M., 2005, Lombardo, E., 2005, Moser, Caroline, 2005. ] 

En segundo lugar, la dificultad para impulsar un cambio efectivo en la agenda política y en las prioridades de las políticas públicas. Las evaluaciones existentes muestran que aún cuando se ha avanzado mucho en incorporar nuevos temas e intervenciones en la agenda (en especial acciones dirigidas a las mujeres) el cambio efectivo de las prioridades políticas globales es mucho más lento y genera enormes resistencias (Braithwaite, 2005).
Ante este escenario consideramos necesario desarrollar evaluaciones de carácter conceptual, que se centren en hacer explícitos los valores, ideas y percepciones sobre la igualdad de género que tienen los diferentes actores de las políticas públicas y así poder también valorar qué objetivos políticos y marcos cognitivos se están incorporando en sus intervenciones públicas y cuáles son las principales contradicciones entre éstos. 
A su vez, esta evaluación de los conceptos y valores subyacentes en las políticas nos debe permitir realizar un seguimiento del grado de adecuación y coherencia entre los valores, su despliegue sustantivo y los instrumentos de intervención, apuntando a cuáles son los valores prioritarios, cuáles son los temas priorizados y ausentes, y qué colectivos son los destinatarios.
Con esta evaluación se pretende aportar una mirada en detalle a la dimensión conceptual y sustantiva de las políticas de igualdad, yendo por lo tanto más allá de la mera ejecución de las actuaciones para entrar a valorar los contenidos políticos de las mismas y reflexionar sobre su calidad y potencial de transformación. Todo ello es de gran utilidad en el establecimiento de líneas de acción futuras sobre cuáles son los valores y temáticas que se deben reforzar, así como para diseñar adecuadamente los instrumentos y estrategias de apoyo y asesoramiento a desarrollar por los organismos impulsores de la transversalidad como parte de su rol de impulso y evaluación. 
Un análisis de este tipo requiere necesariamente de una aproximación de tipo cualitativo. Se realizó una evaluación de este tipo en el caso del V Plan de la CAE e indirectamente se abordó esta dimensión conceptual también en algunos aspectos en la evaluación de impacto realizada del V Pla de polítiques de dones de la Generalitat. Si en el caso vasco la evaluación se centró en la fase de diseño de diversos planes (no en su implementación, debido al momento en que se realizó la evaluación, en que éstos se acababan de poner en marcha); en el caso catalán sí se pudo evaluar este aspecto tanto en el diseño como en la implementación, valorando por lo tanto también la coherencia y adecuación entre el diseño de las actuaciones y sus instrumentos y resultados. Los planteamientos que se aportan a continuación se basarán fundamentalmente en la experiencia de evaluación del plan vasco. 
Esta evaluación se centró en un análisis cualitativo y cuantitativo en que se comparaba el V Plan con los diversos planes departamentales que se elaboraron en su marco. Mediante la realización de entrevistas y la revisión de documentos vinculados a los diferentes planes se valoró el grado de coherencia con que diferentes agentes desplegaban el V plan, comparando el peso que se daba a sus diferentes componentes conceptuales, tanto cuantitativamente –en cuanto al número de actuaciones- como cualitativamente, analizando sus características. De esta manera que pudo captar cómo los diferentes departamentos aterrizaban el V Plan en sus propias políticas sectoriales de igualdad[footnoteRef:6].  [6:  Aunque esta evaluación desarrolló también en gran medida la valoración de la coherencia y consistencia de los diferentes planes, aunque en este documento no centraremos especialmente en describir la parte de la evaluación conceptual. ] 

Se empezó por realizar un análisis conceptual de los objetivos políticos y valores presentes en el plan[footnoteRef:7], despegándose de la estructuración operativa para poner en primer plano el despliegue de valores, conceptos y objetivos que constituyen su dimensión mas sustantiva. Se construyeron mapas conceptuales para describir gráficamente los principales objetivos políticos presentes en cada eje, identificando los componentes que se describen, los conceptos que se utilizan y estableciendo las relaciones entre ellos.  [7:  Estos conceptos no coinciden necesariamente con la estructura operativa del V Plan, aunque en su mayor parte si se corresponden a grandes rasgos con sus objetivos estratégicos. ] 

A modo de ejemplo, mencionaremos de forma somera el análisis realizado para uno de los objetivos clave del V plan de la CAE. El eje 1 de intervención para la igualdad se dedica al “Empoderamiento de las mujeres y cambio de valores”. Plantea la cuestión del empoderamiento como vinculada a un problema de desigualdad en el acceso, ejercicio y control efectivo de derechos, poder, recursos y beneficios de las mujeres. Se considera que la solución pasa por promover una estrategia que permita ganar poder y autoridad a las mujeres. En el plan se plantea que para dar respuesta a este objetivo se debe operar tanto en el nivel individual como el colectivo, explicitando 4 conceptos clave en los que se debe incidir: la Autonomía, el Cambio de valores, el acceso a los Recursos económicos y sociales, y la Participación sociopolítica. Para cada uno de estos conceptos se concretan subtemas sobre los que hay que intervenir, que con frecuencia se vinculan a determinadas temáticas sectoriales (salud, transporte, vivienda, por ejemplo). De esta manera se ofrece a las instituciones de la CAE y departamentos de gobierno una ruta de acción de cómo desplegar la estrategia de empoderamiento. 
Una vez establecido este mapa conceptual, la evaluación se centró en analizar cómo los diferentes departamentos habían asumido y concretado estos objetivos y conceptos, indicando el peso que daban a cada uno de ellos y la manera cómo se abordaban.  
Aunque es evidente que la propia distribución competencial de los departamentos los sitúa ya de entrada en un espacio con una mayor o menor vinculación a estos conceptos (en el sentido, por ejemplo, de que lógicamente el ámbito educativo debe tener un gran protagonismo en la cuestión del cambio de valores); no es menos cierto que aún así desde la mayor parte de los ámbitos sectoriales se pueden hacer algunas aportaciones en la promoción de todos los componentes del empoderamiento tal y como han sido definidos; y que puede ser muy significativo monitorear cómo se van desplegando. 
Además de valorar el peso relativo que se da a los diferentes componentes de los objetivos, también se puso una especial atención al despliegue de los objetivos políticos o conceptos en función de dos variables: el tipo de intervención y los sujetos a los que se dirigen. 
Por un lado se analizó un cruce entre los objetivos y conceptos políticos y las tipologías de acción previstas, entendiendo que las distintas herramientas de intervención también tienen un contenido político. Es evidente, por ejemplo, que no es lo mismo plantear acciones de sensibilización que proveer de ayudas directas o de servicios a la ciudadanía, dado que el grado de impacto puede ser muy diferente. Si bien es evidente que el tipo de actuación se deberá adaptar a cada caso, en términos generales la literatura existente (Braithwaite, 2005, por ejemplo) destaca como muy problemático el hecho que determinados objetivos (en general los más resistentes al cambio o los que generan más controversia) tiendan a ser abordados mediante actuaciones de sensibilización en lugar de intentar innovar y desplegar acciones más potentes o creativas. 
En segundo lugar, se hizo una reflexión específica alrededor del sujeto de las actuaciones, por considerar que el alcance y la capacidad de transformación de las políticas de igualdad viene en buena parte determinado por cómo se incorpora la cuestión del sujeto. En este sentido, se suele considerar que cuando las políticas de igualdad de género centran excesivamente sus actuaciones en las mujeres esto va en detrimento de su capacidad de transformación. La propia trayectoria histórica de las políticas de igualad es de hecho un proceso en que se ha pasado de orientar la intervención a la compensación de los efectos de la desigualdad en el colectivo femenino y a pretender incidir en el comportamiento de las mujeres, a la voluntad de intervenir en las estructuras sociales, ya sean públicas, empresariales o sociales, así como modificar también las actitudes y comportamientos masculinos. 
En este sentido, en la evaluación realizada analizamos los diferentes programas de igualdad planteando cuestiones de este tipo: ¿qué sujetos se incluyen en las diferentes temáticas? ¿se incluyen a los hombres como colectivo; y si es así en qué cuestiones? ¿Se incluyen otros colectivos marcados por las relaciones de género: las personas homosexuales y transexuales? ¿Se toma en cuenta la diversidad de las mujeres por razón de edad, origen, orientación sexual, etc.; en qué temáticas y de qué manera? ¿Hasta que punto se pretende incidir en las estructuras e instituciones sociales, tanto públicas como privadas? 
En este sentido dado que la propia noción de igualdad es una cuestión controvertida, consideramos relevante poder reflexionar desde una evaluación empírica y práctica sobre cuáles son las nociones de igualdad y desigualdad de género que se sostienen desde los diferentes organismos, sobre cuál es la igualdad deseada, en qué aspectos se concreta (en el acceso al empleo, en el ámbito doméstico, en las opciones personales…), con qué intensidad se persigue (desde una perspectiva de igualdad de trato, de oportunidades, de resultados, como equivalencia, como reconocimiento de otra forma de estar en el mundo, etc.?). 
Identificar hasta qué punto los agentes implicados comparten un mismo marco de comprensión de la igualdad y unas mismas prioridades políticas, así como detectar los principales puntos de controversia, de desviación, los malentendidos, los ámbitos más compartidos, etc., puede ser muy relevante a la hora de comprender los resultados y éxitos de estas políticas, así como para identificar buenas prácticas sobre las que establecer estrategias de aprendizaje colectivo.   
[bookmark: _Toc173780693]4. Cierre 
En esta ponencia hemos intentado describir algunas de las especificidades de las políticas transversales en cuanto a la evaluación, así como proponer ciertas opciones ensayadas en el marco de las políticas de igualdad de género. 
Desde nuestro punto de vista, la experiencia de las políticas de igualdad de género plantea retos y aprendizajes relevantes en términos de evaluación, ya que ha requerido el desarrollo de herramientas evaluadoras que se adaptaran su gran complejidad. Esta complejidad se deriva de diversos factores. En primer lugar, de la dificultad y ambición de su objetivo: se pretende avanzar hacia la incorporación progresiva del principio de igualdad de género en todas las políticas, más allá de las iniciativas específicas de fomento de la igualdad. En segundo lugar, son unas políticas que generalmente se han implementado de forma transversal. Finalmente, paralelamente a las actuaciones dirigidas a la ciudadanía en los últimos años estas políticas se han orientado en buena medida hacia la implantación de procesos de cambio institucional mediante el despliegue de numerosos instrumentos internos (coordinación inter/intrainstitucional, formación de policy makers, informes de impacto de género,…).
Por ello, el ejemplo de las políticas de género nos ha permitido discutir sobre, entre otros elementos, la evaluación de los objetivos y valores políticos, de los procesos y de los impactos. 
Para poder consolidar una perspectiva evaluadora de la transversalidad, sin embargo, sería positivo poner en común estas experiencias con otras evaluaciones realizadas a políticas transversales que no estén centradas en la igualdad de género y que por lo tanto tengan otro tipo de objetivos y de diseños institucionales. 
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